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2.

En la ciudad de Dolores, a los dieciocho días del mes de agosto del año dos mil once, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en causa nº 90.791, caratulada: "CONSORCIO DE COPROPIETARIOS DE EDIFICIO VACANCE V C/ VACANCE S.A. S/ EJECUCIÓN EXPENSAS", habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263 del CPCC; 168 de la Constitución Provincial), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores Silvana Regina Canale, María R. Dabadie y Francisco Agustín Hankovits. 

      El Tribunal resolvió plantear y votar la siguiente:

                      C U E S T I Ó N 

       ¿Se ajusta a derecho la resolución recurrida?

                       V O T A C I Ó N 

       A LA CUESTIÓN PLANTEADA LA DOCTORA CANALE DIJO:

I. Contra la resolución interlocutoria de fs. 443/444, que hace lugar a la impugnación de la liquidación efectuada a fs. 430/433 y ordena que se practique una nueva, respetando los períodos de expensas publicados en el edicto (01-2005 al 3006-2010), con costas a la actora, apela ésta a fs. 445 por intermedio de su letrado apoderado.

Concedido que fue el mismo -v, fs. 445 vta.-, se sustenta con el memorial de fs. 446/448 y vta., que recibiera réplica a fs. 452/453, quedando de tal forma los autos en condiciones de ser resueltos en esta instancia -arg. art. 263 del CPCC.-.

II. Sustenta el agravio la recurrente en cuanto la normativa de aplicación -art. 575 del CPCC.- establece que en los edictos se debe consignar el importe de la deuda por expensas “si fuere posible”, infiriéndose de ello que no resulta obligación legal consignar la deuda por expensas en los mismos.

Resalta que el comprador en subasta, no puede alegar desconocimiento respecto del quantum de la deuda que asume, pues le resulta inexcusable la consulta del expediente, resaltando que el presentante de fs. 438 no reviste el carácter de comprador sino que resulta ser cesionario del boleto de compra-venta que oportunamente suscribiera el adquirente en subasta. Cita doctrina en apoyo de su postura -v, fs. cit.-.

De su lado la cesionaria al contestar los mismos, alega que el consorcio actor consintió tácitamente el error en la publicación y propaganda judicial cuando consignó como períodos reclamados desde el 01-2005 al 30-06-2010, ya que no planteó en forma oportuna la nulidad de la publicación, por lo tanto le resulta inoponible el monto que pretende la accionante.

Sostiene que resulta desproporcionado que cada pretenso comprador deba presentarse con abogado a fin de compulsar las actuaciones y que se les brinde asesoramiento sobre las mismas. Reconoce que el comprador asume el pago de la deuda por expensas que quedare impago para el caso que el monto de la subasta no llegare a cubrirlos, pero ello en el contexto de los períodos efectivamente informados y no por los que hoy se pretende percibir. Por último resalta el perjuicio económico que sufriría el adquirente en subasta -en el caso el cesionario- de hacerse lugar al reclamo, por cuanto se triplica el monto de la deuda, sin contar con el pago de honorarios, lo que resulta materialmente imposible de cumplir con tal pago, lo que acarrearía la pérdida del inmueble adquirido -v, fs. 452/453-.

Que así planteada la cuestión traída a consideración, corresponde analizar los agravios vertidos por la recurrente.

III. Analizada la queja rendida y las constancias de la causa, advierto que la misma no resulta atendible y suficiente para modificar la decisión apelada (arts. 246 y conc. del CPCC).

Computo para ello los antecedentes fácticos que surgen del proceso.

La causa se inicia, persiguiendo el consorcio actor el cobro por la vía ejecutiva de las expensas adeudadas por el demandado y/o quien resulte propietario de la U.F. nº 8, departamento 1º F del edificio Vacance V, sito en calle José Quinteros nº 195 de la localidad de Mar de Ajó, Partido de la Costa, Prov. de Buenos Aires. 

Reclama la suma de $ 1.391,60, con más los intereses, costos y costas del proceso, en concepto de expensas comunes; tal deuda surge del certificado que obra a fs. 22, comprensivo de los períodos 31-12-90 al 08-04-92.

Luego de la presentación de nuevos certificados de deuda -v, fs. 174, 208, 230- y ampliaciones de demanda -v, fs. 175, 209, 231- a fs. 240 se dicta sentencia de trance y remate ordenando llevar la ejecución adelante contra el accionado por la suma de pesos siete mil trescientos trece con diez centavos ($ 7.313, 10), con más intereses. 

Posteriormente, previa presentación de nuevos certificados de deudas, y habiéndose cumplido con los requisitos del art. 568 del CPCC., se ordena la subasta del inmueble a fs. 285.

A fs. 322, el consorcio actor informa que la nueva deuda por las expensas devengadas entre los meses de enero de 2005 a diciembre de 2009, alcanzando la suma de $ 1.148,36, surgiendo la ampliación de la demanda por dicho período a fs. 358.

A fs. 367 obra edicto judicial donde se informan las deudas que pesan sobre el inmueble y el monto y período de expensas adeudadas, comprendiendo el mismo desde 1/2005 al 30/06/2010, fijándose la base de subasta, entre otros requisitos legales del mismo. Cabe aclarar que en el mismo se dejó expresamente asentado que si no alcanzara el precio de la subasta para abonar las expensas, serán soportadas por el comprador en la subasta (conf. art. 17 de la ley 13.512 y sus modif. y art. 3.266 del Código Civil).

A fs. 372 se encuentra agregada la publicación textual del citado edicto en el diario Opinión de la Costa.

A fs. 407 obra la publicidad de la subasta que transcribe el edicto señalado.

A fs. 409 se incorpora al proceso el acta de la subasta judicial, de fecha 12 de julio de 2010, donde surge el precio de venta y el pago de la seña por el adquirente.

A fs. 427, en fecha 09 de diciembre del citado año, el comprador en subasta adjunta constancia -v. fs. 426- de depósito del saldo de precio, que conforme la subasta realizada y la seña abonada, ascendía a la suma de $ 22.500.

A fs. 430/433 y vta. se presenta la actora practicando nueva liquidación de deuda, intereses y gastos, pretendiendo el cobro de $ 53.721,79.

A fs. 436 se acompaña cesión onerosa del boleto de compraventa judicial a favor del Sr. Miguel Ángel Ricciuti, quien a fs. 438 plantea la nulidad de la liquidación presentada a fs. 430/433, solicitando se practique una nueva comprendiendo únicamente los períodos informados en el edicto y en la publicidad de la subasta.

En la resolución apelada el a-quo -tal como se dijo- hace lugar a tal petición y ordena que se practique nueva liquidación. 

IV. Como lo adelantara, opino que el recurso resulta improcedente.

Tiene dicho este Tribunal que si bien comparte el principio que el adquirente en subasta judicial se transforma en deudor en los términos del art. 3266 del Código Civil, y debe pagar además del precio, las deudas "propter rem" pendientes en el caso que el producido de la cosa no alcance para que puedan ser satisfechas por el ejecutado (art. 17 y conc., Ley 13.512; Causas Nº 72.639, 73.134, 76.706, entre otras; CNCiv. Sala B, R-194.929, L.L. 1997-A-149; SCBA, Ac. 65.168 en JUBA, y Ac. 58.774 en DJBA, t. 158, p. 248); es lo cierto que en el especial caso de autos, a través de los hechos expuestos, surge claramente que el comprador fue sorprendido en su buena fe al ampliarse el monto de la deuda que se ejecuta sin tener conocimiento sobre ello, por un monto que resulta desmedido y desproporcionado respecto de las expensas anteriores; circunstancia más que suficiente para apartarse del principio enunciado, a los fines de salvaguardar la claridad del proceso y dar seguridad, transparencia y seriedad a la subasta realizada (arg. arts. 34, 36, 565, 568, 575 y conc. del CPCC).

Actitud que toma relevancia y reviste gravedad ante la omisión de publicar en los edictos el monto correspondiente a la última ampliación, como lo dispone la norma que regula la materia (art. 575, 2do. párr. del CPCC).

No podemos olvidar que la publicación de los edictos es el medio de poner en conocimiento a los eventuales interesados en la adquisición del bien de su real situación. Es así indispensable establecer su estado jurídico y demás situaciones que pudieran afectar el acto de la subasta. En consecuencia no se pudo dejar de señalar en los edictos las circunstancias tratadas en autos para ordenar así la subasta con todas las garantías posibles, constituyendo esas condiciones -deuda por expensas y monto mensual de las mismas- el piso de marcha a la que debía ajustarse el comprador.

No se puede atribuir negligencia al adquirente si reposó su confianza en la publicidad que se le brindó y omitió comprobar personalmente en el expediente la bondad y fidelidad de la publicación, por cuando ello implicaría desvirtuar totalmente el fin de los edictos.

La finalidad de la publicación en cuestión, sobre todo cuando adquiere relevancia como en el caso -con entidad para duplicar el precio de compra- es informar a los posibles interesados en participar en la puja que se origina en la subasta judicial, para computar ese elemento entre otros, con el objeto de efectuar las ofertas que crean convenientes, ya que una deuda a la que deberá hacerse cargo el adquirente tiene una directa relación con el precio de compra (Morello-Sosa-Berizonce, "Códigos Procesales", 2ª ed., t. IV-C, p. 119 y sig., jur. Cit.; ver causa de esta Alzada nº 81.725, Sent. del 30/11/2004).

Ante la omisión incurrida por el vendedor al no informar correctamente la deuda por expensas en los edictos, impidiendo el conocimiento exacto de su importe corresponde apartarse del principio que surge del art. 3266 del Código Civil en este particular supuesto, eximiendo al comprador de abonar las expensas, a los fines de salvaguardar la claridad del proceso y dar seguridad, transparencia y seriedad a la subasta realizada.

Conforme lo expuesto, considero que las falencias apuntadas tienen suficiente entidad para apartarnos del principio enunciado, y a los efectos de salvaguardar la transparencia y seriedad de la subasta, he de proponer eximir al comprador de abonar las expensas cuestionadas. 

En atención a los argumentos dados, advirtiéndose que los agravios no resultan idóneos para revertir los mismos, corresponde su desestimación y la confirmatoria de la resolución cuestionada, con costas al consorcio actor vencido (arts. 68 del CPCC).

V. Conforme los argumentos dados corresponde rechazar el recurso de apelación interpuesto y confirmar la resolución apelada en cuanto a sido materia de agravios, con costas de esta instancia a la recurrente en su condición de vencida (arts. 68, 242, 246, 263, 568, 574, 575 y concs. del CPCC.; 3266, Código Civil).

VOTO POR LA AFIRMATIVA.
      LOS SEÑORES JUECES DOCTORES DABADIE Y HANKOVITS ADHIRIERON AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS
      CON LO QUE TERMINÓ EL PRESENTE ACUERDO, DICTÁNDOSE LA SIGUIENTE

                    S E N T E N C I A 

      Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, los que se tienen aquí por reproducidos, se rechaza el recurso de apelación interpuesto y se confirma la resolución apelada en cuanto a sido materia de agravios, con costas de esta instancia a la recurrente en su condición de vencida (arts. 68, 242, 246, 263, 266, 267, 568, 574, 575 y concs. del CPCC.; 3266, Código Civil; art. 15 Ac. 2514/92).

      Regístrese. Notifíquese. Devuélvase.

              FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS 

MARIA R. DABADIE                 SILVANA REGINA CANALE

                   GASTON DOZO

                Abogado Secretario

